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INFORME DE LA COMISION DE RELACIONES EXTERIORES, ASUNTOS INTERPARLAMENTARIOS E INTEGRACION LATINOAMERICANA, RECAIDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO QUE APRUEBA EL "ACUERDO ENTRE LA REPUBLICA DE CHILE Y LA REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY SOBRE PREVENCION, CONTROL, FISCALIZACION Y REPRESION DEL CONSUMO INDEBIDO Y TRAFICO ILICITO DE ESTUPEFACIENTES Y SUSTANCIAS PSICOTROPICAS Y SUS PRECURSORES Y PRODUCTOS QUIMICOS ESPECIFICOS.".





HONORABLE CAMARA:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, pasa a informaros el proyecto de acuerdo del epígrafe, sometido a la consideración de la H. Cámara en primer trámite constitucional.





I.-ANTECEDENTES GENERALES.





La gravedad del consumo indebido y del tráfico ilícito de drogas, la H. Cámara ya ha


ha tenido ocasión de ponderarlos, especialmente con Ocasión del informe de su Comisión Especial Investigadora del Problema de la Droga en Chile; en el que se evocan las ilustrativas palabras que el Secretario General de las Naciones Unidas pronunciara en la Conferencia Internacional sobre el "Uso Indebido de Drogas y el Tráfico Ilícito de Drogas; celebrada en Viena, en 1987:





"E1 narcotráfico está vinculado al diseño de acciones dirigidas a subvertir el orden jurídico y la paz social de nuestros países. E1 tráfico de estupefacientes es un crimen contra la humanidad, pero este crimen continúa perpetrándose pese al esfuerzo y buenas intenciones de muchos, pero que han sido y siguen siendo incapaces frente al grado de corrupción, chantaje, crímenes, violaciones, obstáculos técnicos, diplomáticos, insuficiencia de normas penales, organismos de seguridad débiles o atemorizados." (Pág. 21).





En el mismo informe, se reconoce que la cooperación internacional es una herramienta fundamental para luchar contra el narcotráfico, la que, atendido el carácter transnacional de este delito, debe ser solidaria, leal, con pleno respeto a la soberanía, a la integridad de los países y con especial respeto al principio de no intervención (pág 133, citando expresiones del miembro de la Delegación Permanente de Chile ante la OEA, señor Ignacio González).





Precisamente, el tratado sometido a la consideración de la H. Cámara, mediante el proyecto de acuerdo que os informamos, busca institucionalizar un mecanismo de cooperación bilateral, complementario de la cooperación multilateral desarrollada en el ámbito de la Organización de las Naciones Unidas, principalmente.





Los Gobiernos de Chile y de Uruguay, al suscribir este tratado, el 22 de marzo de 1991, dejan constancia de la importancia que reconocen a estos problemas, cuando expresan, en el preámbulo de este instrumento, de su convicción de que el cultivo, producción, extracción, fabricación, transformación y comercio ilegales de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, así como la organización, facilitación y financiamiento de actividades ilícitas relacionadas con estas sustancias y sus materias primas, tienden a socavar sus economías y poner en peligro la salud de sus pueblos, en detrimento de su desarrollo socio- económico.





En tal convicción, ambos Gobiernos reafirman los compromisos que sus países, como Estados Partes de los mecanismos multilaterales de cooperación contra el narcotráfico han asumido en:





� La Convención Unica sobre Estupefacientes, de 1961;





� La Convención sobre Sus�tancias Psicotrópicas, de 1971; y





� El Acuerdo Sudamericano sobre Estupefacientes y Psicotrópicos, de 1973.





Estos tratados multilaterales se encuentran vigentes en el orden jurídico interno, en virtud de su promulgación por los decretos supremos Nos. 35, de 1968; 570, de 1976; y 164, de 1981, respectivamente, todos del Ministerio de Relaciones Exteriores.





Ellos comprometen a sus Estados Partes a cooperar en la lucha internacional contra el tráfico ilícito, sobre la base de los principios que contemplan, entre otros, los artículos 35 y 21 de las Convenciones de 1961 y de 1972; a saber:





a) E1 de asegurar en el plano nacional la coordinación de la acción preventiva y represiva contra el tráfico ilícito; designando para ello un servicio apropiado que se encargue de dicha coordinación;





b) E1 de ayudarse mutuamente en la lucha contra el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, y en particular el de tansmitirse los informes relativos al descubrimiento de casos de tráfico ilícito o al decomiso correspondiente;





c) E1 de cooperar estrechamente entre sí y con las organizaciones internacionales competentes, para mantener una lucha coordinada contra el tráfico ilícito;





d) E1 de velar porque la cooperación internacional de los servicios apropiados se efectúe en forma expedita, y





e) E1 de cuidar que la transmisión de autos para el ejercicio de una acción judicial se efectúe en forma expedita.





Otro tratado multilateral invocado en el preámbulo de este tratado bilateral en estudio, es la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas aprobada en Viena, en 1988, y promulgada en el país mediante el decreto supremo N° 543, de 1990, del Ministerio de Relaciones Exteriores.





E1 objeto principal de esta Convención es complementar los mecanismos de cooperación multilateral regulados en las Convenciones de 1961 y de 1971, extendiéndolos a diversos aspectos relacionados con el tráfico ilícito de estas sustancias, tales como el producido por vía marítima; en las zonas de libre comercio; en los puertos libres o por correo.





A propósito de dicha Convención de las Naciones Unidas, cabe recordar que el Ministro del Interior Subrogante y Secretario Ejecutivo del Consejo Nacional para el Control de Estupefacientes, señor Belisario Velasco, anunció, en el seno de vuestra Comisión Especial Investigadora del Problema de la Droga en Chile, la revisión de la ley N°� 18.403, que sanciona el tráfico ilícito de drogas y estupefacientes, a fin de adecuarla a la Convención de 1988; especialmente en lo referente a la penalización del lavado de dinero, el control de precursores y otros elementos químicos que se utilizan en la elaboración de drogas. (Págs. 77 a 81 de dicho Informe).





A estos esfuerzos nacionales e internacionales en la lucha contra el narcotráfico se viene a sumar este tratado bilateral denominado "Acuerdo entre la República de Chile y la República Oriental del Uruguay sobre prevención, control, fiscalización y represión del consumo indebido y tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas y sus precursores y productos químicos específicos", el que la H. Cámara, conforme a las normas constitucionales aplicables a la tramitación de los tratados internacionales en el Congreso Nacional, sólo puede aprobar o desechar, sin modificar sus disposiciones (N° 1 del artículo 50 de la Constitución Política).





II.- RESEÑA DEL TRATADO EN TRAMITE.





Una visión de conjunto de este instrumento, del cual se acompaña una copia como documento anexo a este informe, permite señalar que en su articulado los Gobiernos, en primer lugar, definen los grandes lineamientos de la cooperación convenida. En segundo lugar, constituyen una Comisión Mixta, con facultades para proponer a los Gobiernos las acciones específicas pertinentes y evaluar sus resultados. Estos elementos jurídicos son propios de los tratados marcos, que para su cabal cumplimiento requieren, durante su vigencia, de acuerdos complementarios. En el orden normativo interno chileno, estos acuerdos requerirán de nueva aprobación legislativa sólo cuando sus normas inciden en materias propias de la ley, al tenor de lo dispuesto en el inciso segundo del N° 1 del artículo 50 de la Constitución Política.





Otra característica de este tratado es que la generalidad de su articulado se remite al orden jurídico nacional para determinar el alcance de las acciones a desarrollar; así, su ejecución será plenamente concordante con las normas constitucionales, legales y reglamentarias, e incluso, como se indica en el último considerando del preámbulo de este tratado, deberá serlo con respeto a los derechos inherentes a la soberanía de ambos Estados.





En seguida hacemos el análisis particular del articulado, agrupado en tres grandes materias: las que se refieren a los grandes lineamientos de la cooperación (A); el que determina la creación de la Comisión Mixta (B), y las cláusulas finales del tratado (C).





A.	Los grandes lineamientos de la cooperación convenida en este tratado bilateral.





Estos grandes lineamientos de la cooperación que los Gobiernos de Chile y Uruguay han convenido son los siguientes:





1.� Emprender esfuerzos conjuntos para armonizar políticas y realizar programas específicos para el control, la fiscalización y la represión del tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas y de las materias primas utilizadas en su elaboración y transformación, para contribuir a la erradicación de su producción ilícita.





Tales esfuerzos se extenderán a la prevención del consumo y tratamiento y rehabilitación de los toxicómanos (artículo I).





2.� Adoptar medidas para controlar la difusión, publicación, publicidad, propaganda y distribución del material que contenga estímulos o mensajes subliminales, auditivos, impresos o audiovisuales que puedan favorecer el tráfico y el consumo de estupefacientes y de sustancias psicotrópicas, incluidos sus precursores y productos químicos específicos (artículo III).





En la reglamentación interna, estupefaciente y psicotrópico, es cualquiera sustancia natural o sintética incluida en las listas señaladas en el título V de los decretos supremos del Ministerio de Salud, Nos. 404 y 405, ambos de 1983; que aprobaron los reglamentos de estupefacientes y de productos psicotrópicos, respectivamente.





Sobre el alcance de términos técnicos empleados en este tratado, el Instituto de Salud Pública informó a vuestra Comisión que los "precursores" son sustancias utilizadas como material de partida que tiene estructura semejante al estupefaciente o psicotrópico y es un elemento imprescindible para su fabricación ilícita, incorporándose total o parcialmente en la molécula final de la sustancia bajo fiscalización internacional.





E1 "producto químico esencial" designa una sustancia química usada como disolvente o reactivo en la fabricación ilícita de una sustancia fiscalizada, puede ser recuperada y ayuda a extraer o purificar un estupefaciente o psicotrópico.





3.� Intensificar y coordinar los esfuerzos de los servicios nacionales competentes para la prevención del consumo, la represión del tráfico, el tratamiento y rehabilitación de los toxicómanos y la fiscalización de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, precursores y productos químicos, así como reforzarlos con recursos humanos, técnicos y financieros, para la ejecución de este Acuerdo (artículo IV).





4.� Adoptar medidas para perseguir y sancionar la facilitación, organización y financiamiento de actividades relacionadas con el tráfico ilícito de estupefacientes y de sustancias psicotrópicas (primera norma del artículo V).





5.� Realizar una fiscalización rigurosa y un control estricto sobre la producción, importación, exportación, tenencia, distribución y venta de materias primas, incluidos los precursores y los productos químicos esenciales utilizados en la fabricación y transformación de dichas sustancias, tomando los resguardos necesarios para proteger las cantidades necesarias para satisfacer el consumo lícito, con fines médicos, científicos, industriales y comerciales (artículo V).





6.� Establecer modos de comunicación directa sobre el descubrimiento y detención de los medios de transporte sospechosos de transportar ilícitamente estupefacientes y sustancias psicotrópicas, o sus materias primas, incluidos los precursores y los productos químicos esenciales (artículo VI).





7.� Aprehender y decomisar los vehículos de transporte empleados en el tráfico ilícito de las sustancias a que se refiere el Acuerdo (artículo VII).





8.� Prestarse asistencia técnica mutua para realizar pesquisas e investigaciones para prevenir y controlar la adquisición, posesión y transferencia de bienes producto de este tráfico ilícito, así como también para localizar y asegurar dichos bienes (artículo VIII).





9.� Proporcionar a sus respectivos servicios nacionales competentes entrenamiento especial, permanente y actualizado, sobre investigación, pesquisa y decomiso, incluyendo el intercambio de expertos.





Estas tareas se harán especialmente en los servicios fronterizos; en las aduanas aéreas y marítimas (artículo IX).





A1 respecto cabe recordar, como lo señala el informe de vuestra Comisión Especial Investigadora del Problema de la Droga en Chile, que la participación nacional en los organismos de Naciones Unidas ha permitido acceder a informaciones y recursos para el combate del narcotráfico y que en 1990 se obtuvieron 153 mil dólares destinados, principalmente, a la capacitación de los servicios policiales (Págs. 77 a 81 de dicho Informe).





10.- Intercambio de información rápida y segura, elaborada oficialmente por los servicios nacionales competentes, la que tendrá el carácter de reservada y no destinada a la publicidad (artículo X).





Esta información deberá estar, fundamentalmente, relacionada con:





� E1 consumo y tráfico interno de estas sustancias;





� La organización de los servicios nacionales de prevención, tratamiento y rehabilitación de los toxicómanos;





� Identificación de productores, proveedores y traficantes;





� Operaciones de comercio internacional de estas sustancias, sus materias primas; precursores y productos químicos esenciales;





� Fiscalización y vigilancia de la distribución y prescripción médica, y








� Adelantos científicos en materia de fármaco dependencia.





11.� Adopción de medidas para la rápida tramitación de cartas rogatorias relacionadas con procesos de tráfico ilícito, según los delitos tipificados en los ordenamientos jurídicos internos de cada Parte Contratante (artículo XII).





12.� Procurar uniformar criterios y procedimientos concernientes a la extradición por delitos de tráfico ilícito de drogas, calificación de la reincidencia y aseguramiento de bienes; lo mismo que la comunicación de sentencias ejecutoriadas dictadas por dichos delitos, cuando ellas se refieran a nacionales de la otra Parte (artículo XIII).





Como se ha podido observar, todas estas acciones son esencialmente programáticas y deberán cumplirse en conformidad con las disposiciones legales internas, por expresa exigencia del articulado o por estar previsto que serán ejecutadas por los servicios nacionales respectivos en el ámbito de sus competencias.





B.- Composición. competencia y modalidades de trabajo de la Comisión Mixta.





La Comisión Mixta que se crea para la consecución de los objetivos del Acuerdo, estará integrada por representantes de los Servicios nacionales competentes, así como de los Ministerios de Relaciones Exteriores de ambos Estados.





Como ya se ha dicho en este informe, su competencia será, fundamentalmente, la de formular recomendaciones a los Gobiernos sobre las acciones a desarrollar a través de la cooperación entre los servicios nacionales competentes de cada Parte Contratante. También le corresponderá evaluar los resultados de dichas acciones.





Esta Comisión elaborará su propio reglamento, funcionará alternadamente en Chile y Uruguay, a lo menos una vez al año, y podrá constituir subcomisiones mixtas para acciones o temas específicos (artículo 11).





C. Cláusulas finales.





Estas se refieren a la vigencia, duración, denuncia y modificación del Acuerdo (artículo XIV ).





� Vigencia: se inicia en la fecha de la última notificación de una de las Partes en que comunique a la otra haberlo aprobado de acuerdo con las normas aplicables a los tratados internacionales (N° 1).





� Duración: será de dos años, prorrogables automáticamente por períodos iguales, a menos que una de las Partes lo denuncie (N° 2).





� Denuncia: surtirá efecto transcurridos noventa días a partir de su notificación (N° 2).





� Modificación: será posible por mutuo acuerdo de las Partes Contratantes (N° 3).





III.- DECISION DE LA COMISION.





Vistos los antecedentes expuestos; considerando el carácter programático de la cooperación convenida, y atendido que la ejecución del tratado deberá ajustarse a la legislación interna vigente al momento de desarrollar las acciones específicas que se decidan, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana acordó, por unanimidad, proponeros la aprobación del tratado bilateral, para lo cual os sugiere adoptar el proyecto de acuerdo correspondiente.





IV.- TEXTO DEL PROYECTO DE ACUERDO SUGERIDO POR LA COMISION.





La Comisión os sugiere aprobar el proyecto de acuerdo, con modificaciones formales al artículo único, con el objeto de dar al tratado la denominación que le dieron las Partes Contratantes al momento de suscribirlo e indicar la ciudad en que fue firmado; todo ello, según consta en la versión acompañada al mensaje.





E1 texto que, en consecuencia, os propone es el siguiente:





PROYECTO DE ACUERDO:





"Artículo único.- Apruébase el "Acuerdo entre la República de Chile y la República Oriental del Uruguay sobre prevención, control, fiscalización y represión del consumo indebido y tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas y sus precursores y productos químicos específicos", suscrito en Santiago, el 22 de marzo de 1991.".





V.- DESIGNACION DE DIPUTADO INFORMANTE.





La Comisión acordó, por unanimidad, designar Diputado Informante al señor Diputado don LUIS LE BLANC VALENZUELA.





También, por unanimidad, acordó designar Diputado Informante alterno al señor Diputado don VLADISLAV KUZMICIC CALDERON, para el caso en que el Diputado señor Le Blanc Valenzuela no pueda, por cualquier causa, cumplir su cometido.





Acordado en sesión celebrada el día 22 de octubre de 1991, con asistencia de los señores Pizarro Mackay, don Sergio (Presidente); Dupré Silva, don Carlos; Faulbaum Mayorga, don Dionisio; Kuzmicic Calderón, don Vladislav; Le Blanc Valenzuela, don Luis; Longton Guerrero, don Arturo; Maluenda Campos, doña María; Mekis Martínez, don Federico; Morales Adriasola, don Jorge, y Yunge Bustamante, don Guillermo.





SALA DE LA COMISION, a 22 de octubre de 1991.














FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA


Secretario de la Comisión


